
 

LEY 2292 DEL 8 DE MARO DE 2023 

POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN ACCIONES AFIRMATIVAS PARA 
MUJERES CABEZA DE FAMILIA EN MATERIAS DE POLÍTICA CRIMINAL Y 

PENITENCIARIA, SE MODIFICA Y ADICIONA EL CÓDIGO PENAL, LA LEY 750 
DE 2002 Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES 

Tema en síntesis:  

Esta Ley trata acerca de la posibilidad que tienen algunas madres cabeza de 
familia, condenadas por los delitos establecidos en los artículos 239, 240, 241, 
375, 376 Y 377 del Código Penal, o condenadas a otros delitos cuya pena 
impuesta sea igual o inferior a ocho (8) años de prisión, en los cuales se 
demuestre por cualquier medio de prueba que la comisión del delito está asociada 
a condiciones de marginalidad que afecten la manutención del hogar y cumplan 
con los requisitos establecidos en la presente ley, podrán obtener como medida 
sustitutiva de la pena de prisión, de oficio o a petición de parte, el servicio de 
utilidad pública. 

Lista de temas importantes en la Ley:  
- Prestación de servicios de utilidad pública como sustitutiva de la prisión. La 
prestación de servicios de utilidad pública como sustitutiva de la prisión para 
mujeres cabeza de familia consistirá en el servicio no remunerado que, en libertad, 
ha de prestar las mujeres condenadas, a favor de instituciones públicas, 
organizaciones sin ánimo de lucro y no gubernamentales, mediante trabajos de 
utilidad pública en el lugar de su domicilio. 
 
- El Ministerio de Justicia realizará convenios con las entidades públicas, 
organizaciones sin ánimo de lucro y no gubernamentales, y elaborará un listado de 
entidades y oportunidades de servicios de utilidad pública habilitados para la 
ejecución de esta pena sustitutiva. Este listado lo remitirá trimestralmente al 
INPEC y al Consejo Superior de la Judicatura, o a quien haga sus veces, y por 
intermedio de los Consejos Seccionales de la Judicatura, a los juzgados de 
conocimiento y de ejecución de penas y de medidas de seguridad 
 
-Para los efectos de este artículo, se entenderán como servicios de utilidad pública 
los que la condenada realice en beneficio de la sociedad, las cuales podrán 
consistir en labores de recuperación o mejoramiento del espacio público; apoyo o 
asistencia a las víctimas siempre que éstas lo acepten; asistencia a comunidades 
vulnerables; realización de actividades de carácter educativo en materia cultural, 
vial, ambiental, y otras similares que permitan el restablecimiento del tejido social 
afectado por el delito. 
 
PALABRAS CLAVES: Mujeres cabeza de familia, condenadas, sustitución de 
penas, trabajo y entidades públicas,  


